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FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA / NO SE OTORGÓ PODER ESPECIAL / IMPROCEDENCIA. “En este caso, los abogados Diego Fernando Acevedo Pineda y Eliana Patricia Hurtado Ospina dijeron actuar como apoderados del señor Hélmer Ramírez Castrillón, empero no aportaron con la demanda poder que los facultara para ese efecto; a ello tampoco procedieron en el curso del proceso, a pesar de que se les requirió con tal fin. Y si bien con el escrito de tutela adjuntaron un poder suscrito por el señor Hélmer Ramírez Castrillón, este les fue conferido para actuar ante el Ejército Nacional, en procura de lograr la reliquidación y el pago de acreencias laborales. Sin embargo, ese mandato no los legitima para instaurar la acción constitucional que ahora se decide porque fue concedido para fin distinto al de instaurar la acción de tutela (…) En estas condiciones, el poder para instaurar la acción de tutela debe ser especial, otorgado por la persona lesionada en sus derechos fundamentales, del que pueda deducirse de manera precisa la autoridad contra la que ha de dirigirse, el motivo específico que justifica la solicitud de amparo y los derechos que se estiman vulnerados. No hay entonces cómo deducir que los citados profesionales del derecho estén legitimados para solicitar el amparo respecto de los derechos supuestamente vulnerados al señor Hélmer Ramírez Castrillón. En consecuencia el amparo será declarado improcedente.”.
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Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela promovida por los Drs. Diego Fernando Acevedo Pineda y Eliana Patricia Hurtado Ospina, quienes dicen actuar como abogados de confianza del señor Hélmer Ramírez Castrillón, contra el Comandante del Ejército Nacional. 

A N T E C E D E N T E S

1. Relataron los promotores de la acción que el señor Hélmer Ramírez Castrillón presentó solicitud en las instalaciones del Comando del Ejército Nacional en la ciudad de Bogotá, con el objeto de que se reliquidaran las acreencias económicas reconocidas por servicios prestados a esa entidad. Además, pidió se expidiera certificado de tiempo de servicios y copia simple de su hoja de vida y de la liquidación anual desde el año 2013 hasta el 2015, inclusive; a la fecha no han obtenido respuesta alguna.

2. Consideran lesionado el derecho de petición, en conexidad con los derechos a la libertad, al acceso a documentos públicos y al principio de buena fe. Para su protección, solicitan se ordene a la autoridad demandada dar respuesta de fondo a la petición elevada. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 2 de marzo se admitió la acción y, entre otras pruebas, de oficio, se requirió a los promotores de la tutela para que acreditaran la representación judicial que ostenta frente al señor Hélmer Ramírez Castrillón, que los faculte para promover el amparo a nombre suyo.

2. La autoridad demandada guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer, en primer lugar, si los promotores de la acción se encuentran legitimados para promover el amparo. Solo de estarlo, determinará la Sala si la entidad demandada incurrió en lesión del derecho de petición.

3. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

4. De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. 

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional
:

“En efecto, aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad
, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada
. 
 Así las cosas, tanto la jurisprudencia constitucional, como las normas que regulan la materia, coinciden en señalar que la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) A través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso
.
…
Así las cosas, si en un caso no se llegare a cumplir con cualquiera de las condiciones antedichas, se configurará falta de legitimación en la causa…” 

5. En este caso, los abogados Diego Fernando Acevedo Pineda y Eliana Patricia Hurtado Ospina dijeron actuar como apoderados del señor Hélmer Ramírez Castrillón, empero no aportaron con la demanda poder que los facultara para ese efecto; a ello tampoco procedieron en el curso del proceso, a pesar de que se les requirió con tal fin.
Y si bien con el escrito de tutela adjuntaron un poder suscrito por el señor Hélmer Ramírez Castrillón, este les fue conferido para actuar ante el Ejército Nacional, en procura de lograr la reliquidación y el pago de acreencias laborales. 
Sin embargo, ese mandato no los legitima para instaurar la acción constitucional que ahora se decide porque fue concedido para fin distinto al de instaurar la acción de tutela, tema sobre el que la Corte constitucional ha dicho
:
“2.1.2. En relación con el apoderamiento en materia de tutela, la Corte Constitucional ha señalado que:
 
`(i) Es acto jurídico formal que se concreta en un escrito, llamado poder, el cual, además de ser especial para el caso concreto, se presume auténtico;
 
(ii) Por tratándose de un poder especial, debe ser específico, de modo que aquel conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende otorgado para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial;
 
(iii) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional. Es decir, la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en cualquier proceso para solicitar el amparo constitucional.´
”
6. En estas condiciones, el poder para instaurar la acción de tutela debe ser especial, otorgado por la persona lesionada en sus derechos fundamentales, del que pueda deducirse de manera precisa la autoridad contra la que ha de dirigirse, el motivo específico que justifica la solicitud de amparo y los derechos que se estiman vulnerados.

No hay entonces cómo deducir que los citados profesionales del derecho estén legitimados para solicitar el amparo respecto de los derechos supuestamente vulnerados al señor Hélmer Ramírez Castrillón. En consecuencia el amparo será declarado improcedente.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela promovida por los Drs. Diego Fernando Acevedo Pineda y Eliana Patricia Hurtado Ospina contra el Comandante del Ejército Nacional. 

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
(Vienen firmas de sentencia de tutela en acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00211-00)

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-787 de 2007, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería, reiterada en sentencias T-882 de 2013, entre otras


� El artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, establece: “La acción podrá ser ejercida, sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado”. 


En caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida verbalmente. (…)”


� En este sentido, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-978 de 2006, T-912 de 2006, T-542 de 2006, T-451 de 2006, T-451 de 2006, T-356 de 2006 y T-809 de 2003.


En la sentencia T-899 de 2001 esta Corporación afirmó que: “La exigencia de la legitimidad activa en la acción de tutela, no corresponde a un simple capricho del legislador, sino que obedece al verdadero significado que la Constitución de 1991 le ha dado al reconocimiento de la dignidad humana, en el sentido de que, no obstante las buenas intenciones de terceros, quien decide si pone en marcha los mecanismos para la defensa de sus propios intereses, es sólo la persona capaz para hacerlo”. 


� Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-947 de 2006, T-798 de 2006, T-552 de 2006, T-492 de 2006, y T-531 de 2002.


� Sentencia T-031 de 2016


� Cfr. Sentencia T-194 de 2012 (M.P. Mauricio González Cuervo).
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